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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 033 

Procedimiento: Verbal 

Demandante: Luz Amparo Garcés Brand y/o 

Demandados: Víctor Julio Buriticá López y/o 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 002 2018 00461 01 

Procedencia: Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Confirma sentencia apelada 

 

Medellín, siete (07) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante en contra de la sentencia proferida el 17 de septiembre de 2021, 

por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

Temas: Responsabilidad civil extracontractual en ejercicio de actividades 

peligrosas, hecho exclusiva de la víctima. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

por virtud de la apelación interpuesta por la parte demandante, en contra de 

la sentencia proferida el 17 de septiembre de 2021, ha llegado a esta 

Corporación el proceso verbal promovido por Luz Amparo Garcés Brand, 

Rigoberto Rodríguez Castañeda, Luis Alberto Rodríguez Garcés, Hilda Patricia 

Rodríguez Garcés, Arley Yovanny Rodríguez Garcés y Leidy Johana Rodríguez 
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Garcés en contra de Víctor Julio Buriticá López, Sandra Yaneth Ramírez García, 

Cootransuroccidente (en adelante la afiliadora o la empresa) y Liberty Seguros 

S.A. 

 

PRETENSIONES: 

 

“PRIMERA: Declárese (…) la responsabilidad civil, solidaria, 

extracontractual y bajo la institución del ejercicio de actividades 

peligrosas a las siguientes personas: en calidad de conductor el señor 

Víctor Julio Buriticá López (…) en calidad de propietaria la señora Sandra 

Yaneth Ramírez García (…) y en su calidad de empresa afiliadora, la 

transportadora Cootransuroccidente (…), por el accidente de tránsito 

ocurrido el 19 de diciembre de 2017, causado por el vehículo de placas 

TRN-795, en el cual perdió la vida el menor que en vida se identificaba 

con el nombre de Héctor Adrián Rodríguez Garcés  (sic) 

 

SEGUNDA: Declarar que la compañía Liberty Seguros S.A (…) 

amparaba el riesgo de responsabilidad civil extracontractual del 

vehículo de placas TRN-795, para el 19 de diciembre de 2017, fecha en 

la cual ocurrió el accidente de tránsito donde perdió la vida el menor 

Héctor Adrián Rodríguez Garcés” (sic fl. 13 pdf 1)  

 

Lo anterior, para que los demandados y también la Compañía aseguradora 

por vía de la acción directa sean condenados a pagar los siguientes perjuicios: 

 

- Para cada uno de los demandantes. $60.000.000 para compensar los 

perjuicios morales.  

 

- Únicamente para Luz Amparo Garcés Brand y Rigoberto Rodríguez 

Castañeda. $60.000.000 para cada uno, en aras de compensar el daño a la 

vida de relación. 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que “el 19 de diciembre de 2017, en la vía que conduce de Dabeiba a Mutatá 

- Antioquia”, ocurrió un accidente de tránsito en el que se vieron involucrados 

los vehículos tipo motocicleta de placas BIE 55A conducido por Héctor Adrián 
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Rodríguez Garcés y tipo bus de placas TRN 975 pilotado por el demandado 

Víctor Julio Buriticá López, propiedad de Sandra Yaneth Ramírez García, 

afiliado a Cootransuroccidente y cuyo riesgo de responsabilidad civil estaba 

amparado por Liberty Seguros S.A. 

 

Que el accidente tuvo consecuencias nefastas para el joven Héctor Adrián, 

como quiera que falleció a causa de las lesiones producidas cuando el bus 

impactó su motocicleta con la parte frontal izquierda, justo en el momento en 

que su conductor sobrepasó a exceso de velocidad (entre 35 y 40 km/h) una 

doble línea continua, mientras que aquel se encontraba “debidamente 

posicionado sobre la vía en cumplimiento de la normatividad de tránsito” 

(hecho 3º demanda, fl. 7) 

 

Que al lugar del accidente acudieron las autoridades adscritas a la Dirección 

General de Transporte y Tránsito de Dabeiba, específicamente el agente Ángel 

Ricardo Valencia Quintero, quien levantó el informe de tránsito y detalló 

aspectos de trascendental importancia, tales como trayectoria de los 

vehículos, características de la vía, señalización, puntos de impacto, entre 

otros, con base en los cuales es posible llegar a una “hipótesis con respecto 

a las circunstancias de modo, lugar y tiempo en la que ocurrieron los hechos” 

(sic, hecho 4º demanda) 

 

Que en el Municipio de Dabeiba no se adelantó trámite contravencional 

alguno, pero sí fue recibida la versión libre del señor Víctor Julio Buriticá 

López, quien manifestó que para el momento de los hechos se desplazaba a 

“más de 30 km/h … lo que demuestra un exceso de velocidad, toda vez que 

la colisión se presenta en curva como lo muestran las fotos que se aportan a 

la presente reclamación” (sic, hecho 5º demanda) 

 

Que la “Fiscalía 50 Seccional de Dabeiba — Antioquia, inició con ocasión del 

siniestro ocurrido, indagación penal por el delito de Homicidio Culposo en la 

humanidad del menor HÉCTOR ADRIÁN RODRÍGUEZ GARCÉS, asunto que se 

distingue con Código Único de Investigación 052346000326201700121, 



4 
 

donde ostenta la calidad de indiciado el señor VÍCTOR JULIO BURITICÁ 

LÓPEZ1” (sic, hecho 6º demanda) 

 

Que para la fecha de su muerte el joven Héctor Adrián Rodríguez Garcés 

contaba con 16 años y ocho meses de edad, y hacía parte del grupo familiar 

demandante, una familia unida que ha sufrido graves perjuicios de índole 

extrapatrimonial a causa de la congoja y el sufrimiento que representó el 

fallecimiento de su “buen hijo y hermano”. Además, a los “poderdantes (…) 

les generaron un daño extra patrimonial (sic) en la modalidad de daño a la 

vida de relación, esto en razón a que sus condiciones normales de existencia 

se han visto trastocadas de manera significativa desde el momento de la 

ocurrencia del siniestro, por el hecho de ver afectado sus relaciones normales 

en el mundo exterior y sus propias relaciones familiares debido a la ausencia 

de su ser querido con quien jamás podrá volver a compartir algún tipo de 

circunstancia familiar y social; además es de considerar que sus condiciones 

familiares eran perfectas antes de la ocurrencia del accidente.” (sic, hecho 9º 

demanda) 

 

Que se presentó reclamación extrajudicial ante la aseguradora demandada, 

pero fue objetada, lo cual en todo caso no es óbice para quedar constituida 

en mora. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 4 de octubre de 2018 (fl. 13 

pdf 04) en el que además se concedió amparo de pobreza a favor de los 

demandantes. Luego, notificados los demandados, procedieron a contestarla 

de la siguiente manera: 

 

- Sandra Yaneth Ramírez García, Víctor Julio Buriticá López y la 

empresa afiliadora (pdf 06). Comenzaron por indicar que la señora Sandra 

Yaneth Ramírez García no tenía ninguna dirección o control sobre el 

automotor de placas TRN 975, debido a que firmó un “contrato de afiliación” 

 
1 Cuyo estado es “Activo”, según consulta pública realizada en 

https://www.fiscalia.gov.co/colombia/servicios-de-informacion-al-ciudadano/consultas/denuncias-

ley-906-de-2004/ 
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con Cootransuroccidente. Además, resaltaron que las calidades con respecto 

a ese rodante pasaban a un segundo plano, atendiendo a que sí se realizó 

procedimiento contravencional y mediante la resolución 005 del 10 de 

diciembre de 2018, la Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Dabeiba 

absolvió al señor Víctor Julio Buriticá de toda responsabilidad en ese ámbito, 

al encontrar probado que este siempre se desplazó conservando su carril e 

incluso realizó maniobras tendientes a evitar el suceso, mientras que el joven 

fallecido se movilizaba en una motocicleta sin ninguna protección, licencia de 

conducción, seguro obligatorio o revisión técnico mecánica y, lo más 

importante, “empujado” por el conductor de otra motocicleta en un maniobra 

que lo puso en riesgo a él y a todos los demás actores de la vía, tanto como 

que terminó invadiendo el carril del bus y causó la colisión que llevó a su 

muerte. 

 

Así las cosas, desmintieron que el incidente tuviera lugar por una colisión del 

bus con la motocicleta, como quiera que de hecho fue el joven fallecido el que 

impactó en contra del bus al perder el control de su rodante, lo que en todo 

caso no ocurrió en una curva como se afirma en la demanda, y de lo cual da 

cuenta la prueba documental que incluye el “croquis” y el registro fotográfico. 

 

Con respecto a la investigación penal, los demandados informaron que la 

apoderada del señor Víctor Julio Buriticá López ha solicitado al señor Fiscal 

que fije fecha para llevar a cabo el interrogatorio, pero no la autoridad no ha 

procedido con ello. 

 

Finalmente, sobre las relaciones familiares de los demandantes y los 

supuestos perjuicios, concretaron su defensa a exigir prueba al respecto, por 

lo cual entonces propusieron las que denominaron “excepciones” de “culpa 

exclusiva de la víctima”, “ausencia del nexo de causalidad”, “inexistencia de 

la obligación de indemnizar y ausencia de culpa en el demandado”, “falta de 

legitimación en la causa por pasiva, en concordancia con la excepción de 

inexistencia de la obligación” y “excesiva tasación de perjuicios inmateriales”. 

 

- Liberty Seguros S.A (pdf 10). Aseguró que el conductor del vehículo de 

placas TRN 975 no fue el causante del accidente de tránsito, “dado que del 

material probatorio no se puede extraer un comportamiento reprochable y por 

ende imputable al señor VICTOR JULIO BURITICA LOPEZ en la ocurrencia del 



6 
 

accidente, por el contrario, del informe policial que reposa en el expediente, 

se puede colegir que fue la impericia y el actuar imprudente del joven HÉCTOR 

ADRÍAN RODRÍGUEZ GARCÉS quien conducía la motocicleta de placas BIE-

55A, el causante del accidente de tránsito; análisis que se ampliara mas 

adelante.” (sic, fl. 5 C 10) 

 

Indicó, además, que al señor Buriticá López se le ha querido imputar 

responsabilidad por supuestamente colisionar con la motocicleta cuando 

intentaba sobrepasar una doble línea continua, lo cual no encuentra respaldo 

alguno en el informe de tránsito en el que ninguna hipótesis se imputa al 

demandado. Además, fue enfática en señalar que la parte demandante estaba 

interpretando de manera errónea la posición final de los vehículos, de la cual 

se concluye sin duda alguna que el accidente se presentó en el carril que 

reglamentariamente le correspondía al bus, razón por la que la única hipótesis 

plausible consiste en que fue el joven Héctor Adrián el que impactó el bus en 

medio de una maniobra en la que de manera eventual perdió el control de su 

rodante, probablemente desencadenada por su impericia en tanto que 

conducía sin licencia de conducción, sin ningún elemento de protección y 

“empujado” por otro motociclista (excepción 5ª, fl. 45 pdf 10). 

 

Con respecto a la prueba de la velocidad a que transitaba el bus y el soporte 

fotográfico del sitio de los hechos, indicó que lo primero debe acreditarse 

mediante dictamen pericial y, con respecto a lo segundo, dijo que no todas 

las fotografías pueden valorarse porque carecen de toda información para 

identificar su origen, punto en lo que citó la sentencia T-269 proferida por la 

H. Corte Constitucional. 

 

Por lo demás, ya en lo relativo a las circunstancias familiares de los 

demandantes y los supuestos perjuicios, la aseguradora manifestó que nada 

le constaba al respecto y que era obligación de los demandantes acreditar los 

supuestos de hecho en que fundan sus pretensiones. 

 

Propuso entonces las que denominó “excepciones de mérito en coadyuvancia 

con el asegurado” de “inexistencia de guarda del asegurado”, “ausencia de 

causa para pedir por inexistencia de responsabilidad de la parte demandada”, 

“culpa exclusiva de la víctima”, “reducción de la indemnización por 
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concurrencia de culpas”, “hecho de un tercero” y “ausencia de prueba de 

perjuicios inmateriales o excesiva tasación”. 

Por otro lado, con ocasión del contrato de seguro, propuso las defensas que 

nominó “exclusiones”, “límite del valor asegurado” y “culpa grave 

inasegurable”. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó la sentencia en la que se resolvió lo 

siguiente: 

 

“PRIMERO: SE DECLARA probada la excepción de mérito denominada 

CAUSA EXTRAÑA – HECHO EXCLUSIVO DE LA VICTIMA, invocada 

por la parte demandada, por las razones expuestas en las 

consideraciones del presente fallo.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, SE DESESTIMAN las pretensiones de la 

demanda al probarse la existencia de una causa extraña – Hecho 

exclusivo de la víctima, siendo esta conducta la causa determinante del 

hecho culposo, rompiendo de paso con el nexo causal.  

 

TERCERO: SE ORDENA el levantamiento de la medida cautelar de 

inscripción de la demanda en el registro del vehículo de placas TRN 975 

la cual fue comunicada por el despacho mediante oficio No. 3330 del 11 

de octubre de 2018, y que fue atendida por la autoridad de tránsito según 

oficio No. 14853 del 6 de diciembre de 2018, para lo cual se oficiará a la 

Secretaría de Movilidad del Municipio de Bello.  

 

CUARTO: NO SE CONDENA en costas a la parte demandante por el 

amparo de pobreza que los cobija.  

 

QUINTO: NO SE FIJAN agencias en derecho en contra de los 

demandantes, por el mismo amparo de pobreza antes referido.” 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, la a-quo partió afirmando que no era 

necesario realizar reseña alguna sobre los hechos de la demanda y su 



8 
 

contestación de conformidad con el artículo 280 del C.G.P, dicho lo cual afirmó 

que se encontraban reunidos los presupuestos procesales. 

 

Precisado lo anterior, se planteó como problemas jurídicos los consistentes 

en: i) determinar si la parte demandante había logrado acreditar los 

presupuestos axiológicos de la “acción” de responsabilidad civil 

extracontractual por el ejercicio de actividades peligrosas, incluyendo el 

elemento culpa; ii) ¿la parte demandada demostró causa extraña que rompe 

el nexo causal entre hecho culposo y daño?; iii) ¿deben condenarse los 

demandados al pago de los perjuicios solicitados? Finalmente, aseguró que 

de manera eventual se resolvería “todo lo relativo al seguro”. 

 

Pasó entonces a realizar algunas consideraciones sobre lo preceptuado en el 

artículo 2356 del Código Civil, para decir que la conducción de vehículos es 

una actividad peligrosa y ello indica que “existe una prerrogativa para la parte 

demandante porque opera la presunción de culpa” (sic). A partir de lo 

anterior, aseguró que los elementos de esta pretensión son el hecho el daño 

y el nexo de causalidad entre ambos, en tanto que la parte demandante “se 

exonera de probar la culpa porque se presume”, tal y como ha entendido la 

jurisprudencia (sin mencionar sentencia alguna), la cual también ha 

reconocido que el demandado se exonera únicamente por causa extraña, más 

no con diligencia y cuidado. Sin embargo, aclaró, se puede presentar 

disminución de la indemnización cuando la víctima participa en la producción 

de su propio daño, de conformidad con el 2357 del C.C.  

 

Aplicando todo lo anterior al caso concreto, entró la a-quo en el primer 

problema jurídico con fundamento en las pruebas allegadas, por lo que 

manifestó que era imperioso “determinar si la parte demandante probó el 

elemento culpa en cabeza del demandado como conductor del vehículo tipo 

bus, porque ambos ejercían una actividad peligrosa para el momento de los 

hechos”, como quiera que los “pilares” en este caso son: hecho culposo, daño 

o menoscabo de la víctima y el nexo causal. Por ello, procedió a explicar que 

la culpa es un actuar negligente y descuidado, y que sobre ese concepto ha 

dicho la Corte (sin citar ninguna providencia en particular) que tiene lugar 

cuando el actor confió imprudentemente en evitar los daños, conoce los 

defectos de una máquina y aun así la emplea en la esperanza de no perjudicar 

a otro.  
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Agregó que como pruebas en este caso en cuanto al hecho culposo se tienen 

las siguientes: copia de la declaración rendida por el demandado ante la 

Inspección de Tránsito de Dabeiba el 20 de diciembre de 2017 y fotografías 

del accidente, las cuales permiten observar en la parte posterior del bus, en 

la separación de los carriles, la “motocicleta caída” que tiene una característica 

especial o un armazón con 2 llantas en lugar de una en la parte de atrás, lo 

que puede indicar que la moto pertenecía a una “persona discapacitada”. 

También obra copia del informe de policía judicial en el que se describe un 

golpe o “hundido” en la parte delantera del bus con pérdida de lampara 

izquierda, de lo que concluyó que fue con esa parte que se golpeó la víctima. 

 

En los interrogatorios los demandantes dijeron que se enteraron del accidente 

por personas del pueblo que les avisaron, la señora Luz Amparo 

particularmente supo por otro hijo y aseguró que según la información Héctor 

Adrián iba manejando una moto de un “discapacitado” que la habían dejado 

varada en la estación de gasolina, pero que no tenía licencia de conducción 

gracias a que era menor de edad. También el señor Arley Yovanny aseguró 

que vivía en Medellín, pero ese día casualmente estaba en Dabeiba y se enteró 

estando en el Hospital porque tenía un dolor que le estaban atendiendo, a 

pesar de lo cual se fue de inmediato para el lugar de los hechos, llegó rápido 

y pudo observar que el bus se acomodó con el cuerpo de su hermano aún 

debajo, encontró vestigios de su ropa que quedaron después de la maniobra 

para acomodarse del carril, agregando igualmente que la colisión había tenido 

lugar en una curva muy cerrada y que el bus iba muy rápido cuando atropelló 

a su familiar. 

 

Con respecto a la prueba testimonial, destacó únicamente que el joven Estiven 

Alejandro García David, quien iba en otra motocicleta junto con Héctor Adrián, 

declaró que en el momento del suceso, cuando vieron el bus, aceleró para 

abrirle paso a Héctor y que cuando miró para atrás fue que el bus atropelló a 

Héctor y luego se desplazó hacia el carril que le correspondía, para quedar 

como que no había invadido, tanto como que él mismo había alcanzado a 

“rozar” el vehículo conducido por el demandado con un dedo y lo 

desestabilizó. Ese testigo, además, indicó que el accidente había sido en una 

vía recta antes de la curva y después se retractó para asegurar que en realidad 

había sido en toda la curva. 



10 
 

 

Con base en todo lo anterior, la Juzgadora estimó que en principio estaba 

acreditado el hecho y el daño ya que la experiencia enseña la tristeza que 

produce la pérdida de un hijo y hermano, al respecto de lo cual los demás 

testigos, todos ellos vecinos, señalaron el desconsuelo después del 

fallecimiento de Héctor Adrián, al punto que ni siquiera en el barrio las cosas 

son lo mismo y los diciembres son tristes. Empero, el nexo causal, la relación 

entre elementos anteriores, tenía sus reparos y por ende debían analizarse 

las excepciones, especialmente la denominada culpa exclusiva de la víctima. 

En esa tarea comenzó relatando que los demandados aportaron las siguientes 

pruebas: copia resolución 005 del 10 de diciembre de 2018 Inspección de 

Tránsito de Dabeiba, donde se determinó que Víctor Julio Buriticá conducía 

bajo los parámetros legales en términos de objetividad comprobada. Por el 

contrario, allí se pudo establecer que el joven Héctor no tenía documentación 

en regla para conducir la motocicleta, no tenía licencia y tampoco portaba 

casco, razones todas de las que se valió el inspector para absolver de 

responsabilidad al conductor del bus. 

 

Recordó igualmente que en su interrogatorio el demandado Víctor Julio reiteró 

que él venía por su carril y fue el menor el que ingresó al suyo de manera 

intempestiva, porque otra persona lo empujó hacía la vía, trató de frenar, 

pero el hecho fue imprevisible porque Héctor fue empujado. De modo que 

con esas pruebas, de un análisis bajo las reglas de la sana crítica (citó artículos 

164 y siguientes CGP), la Juez concluyó que en efecto quedó probada la 

existencia de una causa extraña que “rompe el nexo causal entre el hecho, la 

culpa y el daño”, específicamente por ausencia de culpa en el conductor del 

vehículo tipo bus, es decir, la existencia de una culpa exclusiva de la víctima 

(sic). Para sostener lo anterior, ofreció los siguientes fundamentos: 

 

- En el trámite contravencional hubo unas pruebas que permiten 

concluir que el demandado no aportó a la ocurrencia del accidente, y 

aunque esa prueba no ata al Juez civil, es de los pocos medios objetivos 

sobre la teoría de la invasión de carril. 

 

- La declaración del conductor del bus en este proceso es igual a la que 

rindió en el trámite contravencional, contrario a lo que dijo el testigo 

Estiven Alejandro sobre una supuesta variación de las versiones, pues 
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en ambas señaló que fue Héctor Adrián el que invadió el carril que le 

correspondía al bus, debido a que otro motociclista lo “empujó”. 

- el señor Víctor Julio destacó que nunca había tenido accidentes de 

este tipo, tiene licencia de conducción y experiencia en el trayecto 

recorrido por más de 18 años. 

 

- en la resolución proferida por la Inspección de Tránsito para resolver 

el asunto en lo contravencional, que extrañamente no aportó el 

demandante, se absolvió de toda responsabilidad al conductor 

demandado. 

 

- obran en el plenario fotografías y un video que de manera muy 

objetiva dejan ver un lago hemático fresco, en el que se observa dónde 

quedó el bus y en ninguno de esos medios se pueden verificar vestigios 

de movimientos posteriores de ese rodante. Lo dicho, porque el lago 

hemático y la línea de sangre “no fue regada con llantas”,  y si fuera 

cierto que fue la colisión ocurrió en el otro carril, casi en la berma como 

dijo el testigo Estiven Alejandro, pues el bus para quedar en la posición 

final debía desplazarse por todo el carril contrario y parte del suyo. 

 

- no existe evidencia en ninguna foto, video, croquis o informe de 

tránsito sobre una supuesta huella de frenado que habría dejado el bus 

por exceso de velocidad. 

 

-  el golpe de Héctor Adrián fue con “lámpara” delantera izquierda y su 

ubicación final fue bajo llanta delantera de ese mismo lado, sin que el 

bus sobrepasara su cuerpo en ningún momento, lo que indica que en 

efecto el conductor no se movilizaba con exceso de velocidad, porque 

de ser así no hubiera podido frenar por el tamaño y peso del rodante. 

 

- la “tacha” (formulada por la apoderada de la aseguradora en los 

alegatos de conclusión) sobre el testigo Estiven Alejandro debe 

prosperar y no puede ser valorado el testimonio, como quiera que se 

presentaron varias inconsistencias, y es muy extraño que no participara 

en el proceso contravencional. Además, al principio de su declaración 

dijo que no sabía nada del presente proceso y a lo largo de su 

declaración aceptó que uno de los demandantes le había contado lo 
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ocurrido en la audiencia anterior a su declaración, amén que aseguró 

haber estado involucrado en el accidente conduciendo otra moto, y que 

en cuanto vio el bus simplemente aceleró para sobrepasarlo, lo cual no 

le permitió ver el momento mismo del impacto. 

 

-  Según las fotos y el croquis el accidente fue en la recta de la vía y no 

en la curva, pues el bus apenas la iba a tomar, la motocicleta quedó en 

toda la mitad de la vía y las huellas de la camiseta del joven fallecido 

se ven cuando ya se movió el bus, es decir, cuando se hizo el 

levantamiento, más no sobre el carril contrario. 

 

Finalmente, la Juez estimó importante resaltar la responsabilidad que los 

padres deben tener con respecto a sus hijos menores, pues les deben en todo 

momento protección. El joven Héctor Adrián manejaba sin licencia de 

conducción y parece que no era la primera vez, incluso trabajaba sin 

autorización siendo menor de edad, y no se pudo determinar si estudiaba en 

alguna institución porque algunos dijeron que estudiaba en nocturna y otros 

que sabatino. 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandante se alzó en su contra, 

alegando como reparos concretos los que pasan a individualizarse (en 

audiencia y por escrito tres días después de la audiencia). 

 

PRIMERO: “régimen de responsabilidad aplicado para la resolución de la 

controversia”, porque como el caso plantea la concurrencia de actividades 

peligrosas y por ello, según la Juez, “debía pasarse a un régimen subjetivo, 

en el cual era necesaria la demostración de una culpa como factor de 

imputación”, desconociendo la posición de la Corte Suprema de Justicia con 

respecto a la teoría de la causalidad adecuada, no de la culpa probada en 

tanto que en ambos casos hay una resolución probatoria diferente.  

 

SEGUNDO: “considera el suscrito que no se rompió el nexo de causalidad”. 

Los elementos de prueba de la Juez fueron una resolución contravencional en 

la cual no se cumplió ninguna de las garantías estatuidas en el Código 

Nacional de Tránsito (sic), como quiera que nadie asistió en representación 
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de la familia de la víctima y allí se tomó una decisión exclusivamente con la 

versión del conductor del vehículo. Por tanto, esa prueba no “tuvo carácter 

demostrativo para ruptura del nexo causal”, lo mismo que ocurre con la 

declaración del conductor del bus, porque preconstituyó su prueba en la 

medida que la versión rendida en este proceso es igual a la que sostuvo ante 

el tránsito. 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 22 de octubre 

de 2021 (notificado por estados del día 25 de siguiente). El 2 de noviembre 

de 2021 la parte demandante radicó memorial para sustentar el recurso de 

apelación, y acompañó constancia de haber agotado el trámite previsto en el 

parágrafo del artículo 9º del decreto 806 de 2020. 

 

En el mentado memorial, los apelantes desarrollaron los reparos concretos y, 

con respecto al primero, aseguraron que 

 

“(E)l primer yerro en el que se incurre en la decisión, es el régimen de 

responsabilidad que se debía aplicar en el caso concreto, esto en razón 

a que de manera equivocada se consideró que cuando hay colisiones 

de actividades peligrosas, las presunciones de culpabilidad de manera 

automática se neutralizan, para pasar a un régimen de imputación 

subjetivo de culpa probada, consistente en que quien pretende la 

reparación de sus perjuicios debe demostrar un error de conducta en 

cabeza del agente, como factor de imputación. Siendo el régimen 

aplicable en el presente asunto el de responsabilidad objetiva que 

establece una presunción de responsabilidad o causalidad, que estatuye 

una carga probatoria para liberarse de responsabilidad a la parte 

demandada, y no en la parte demandante la de acreditar que el agente 

causante del daño incurrió en una culpa; para que surja su derecho a 

ser indemnizado.” (sic escrito de sustentación) 

 

Para sustentar su postura citaron la sentencia de Casación Civil del 24 de 

agosto de 2009 (expediente 11001-3103-038-2001-01054-01), con base en 

la cual concluyeron que, en palabras de la Corte,  
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“(L)a conducta sea o no culposa, o dolosa, se apreciará objetivamente 

en el contexto del ejercicio de la actividad peligrosa, y la secuencia 

causal del daño, según el marco fáctico de circunstancias y los 

elementos probatorios, para determinar si es causa única o concurrente 

y por ende excluir o atenuar el deber indemnizatorio, no es que se 

valore la culpa o el dolo en cuanto tales, ni en consideración al factor 

subjetivo, sino la conducta en sí misma dentro del contexto del ejercicio 

de una actividad peligrosa según el marco de circunstancias fácticas y 

los elementos probatorios.’’ 

 

En lo vinculado con el segundo reparo, fueron enfáticos en señalar que los 

“insumo probatorio” para declarar probada la “culpa exclusiva de la víctima” 

la Juez tuvo en cuenta para su decisión la resolución N° 005, proferida por la 

Inspección Municipal de Policía y Tránsito de Tránsito de Dabeiba Antioquia 

el 10 de diciembre de 2018, 

 

“en donde la autoridad de tránsito se abstiene de imputar 

responsabilidad contravencional al señor VICTOR JULIO BURITICÁ 

LÓPEZ; esto como quiera que en ella se determinó que el conductor del 

vehículo de placas TRN-975, no invadió el carril por el cual se 

desplazaba el menor HECTOR ADRIAN RODRIGUEZ”. 

 

Sobre esa resolución proferida por la autoridad de tránsito, además, hicieron 

los siguientes reparos: 

 

“- (L)a resolución contravencional en la cual se concluyó que la causa 

del accidente de tránsito ocurrido el día 19 de diciembre de 2017, la 

aportó el menor HECTOR ADRIAN RODRIGUEZ GARCES; proferida por 

la Inspección de Tránsito del Municipio de Dabeiba, no se sustentó en 

ningún medio probatorio objetivo, ya que en su mismo contenido se 

puede verificar que éste se basa en la versión dada por el señor VICTOR 

JULIO BURITICÁ LOPEZ, de manera voluntaria ante dicha entidad El 20 

de diciembre de 2017), al igual que el informe de Accidente de Tránsito 

que fue elaborado por el Inspector de Policía RICARDO VALENCIA 

QUINTERO; en donde solo se puede evidenciar la ocurrencia del 

accidente, las características de la vía en donde sucedió, las posiciones 

finales de los vehículos involucrados, el sentido vial en el que se 
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desplazaban estos, posición final del cadáver de la víctima y de los 

vehículos involucrados; más no el modo en que ocurrió el incidente de 

tránsito; tanto así que para la fecha de elaboración del documento ni 

siquiera una posible hipótesis fue sugerida por el funcionario que la 

elaboró, quien valga la pena aclarar fue el mismo funcionario quien 

profiere la resolución por la cual exonera de responsabilidad al 

implicado VICTOR JULIO BURITICÁ LÓPEZ. 

 

- La constatación realizada por el inspector de tránsito, en cuanto a que 

el vehículo de placas BIE-55A, no tenía(SOAT, revisión tecno mecánica 

y que el joven HECTOR ADRIAN, no tuviese licencia de conducción y 

“que no se encontró en el lugar del accidente elemento alguno que 

indicara que el fallecido motociclista portara el casco requerido por la 

normatividad vigente”, solo puede llevar a la conclusión que existieron 

infracciones de tránsito simples, más no que esas infracciones a las 

normas de tránsito tuvieron incidencia alguna en el accidente de 

tránsito, ya que una cosa es las consecuencias administrativas 

sancionatorias de la inobservancia de una norma de tránsito y otra muy 

distinta, es la incidencia que estas conductas puedan llegar a tener en 

un accidente de tránsito; sobre lo cual no se hizo reparo alguno en la 

Sentencia, ya que solo se verificó el incumplimiento de la norma, más 

no la relevancia causal que tuvieron estas en el evento examinado. 

 

- Dentro del proceso contravencional adelantado en la Inspección de 

Tránsito de Dabeiba, no se garantizó el derecho de contradicción a los 

familiares del menor HECTOR ADRIAN RODRIGUEZ GARCES, esto para 

aportar elementos de pruebas que ellos consideraran necesarios para 

esclarecer las circunstancias de modo en la que ocurrió el accidente en 

el que perdió la vida su familiar. Se les reprocha por no haber sido parte 

de un proceso, que no tenían que ser parte en principio, (por extinción 

de la acción sancionatoria por la muerte del involucrado) y del cual 

nunca fueron notificados. (Obsérvese que en la resolución 005 de 10 

de diciembre de 2018, solo firma RICARDO VALENCIA QUINTERO 

(Agente que elaboró informe e Inspector de Tránsito) y CARLA 

ALEJANDRA TAMAYO (secretaria) y en la diligencia de audiencia pública 

de 20 de diciembre de 2017; la cual se instaló, solo para recibir la 

versión del accidente del señor VICTOR JULIO BURITICA LÓPEZ; solo 
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firma este y el señor RICARDO VALENCIA QUINTERO.” (sic escrito 

sustentación) 

Ahora, los apelantes manifestaron que con lo anterior “no se está afirmando 

que el accidente de tránsito ocurrió de una u otra manera, sino que bajo 

ningún punto de vista esta decisión administrativa es un referente objetivo 

del cual se pueda deducir el modo en que ocurrió el accidente”. Además, con 

respecto a la coincidencia de las declaraciones que rindió el conductor del bus 

en esa oportunidad y en el presente proceso, aseguraron que “solo prueba la 

coincidencia de las dos versiones en tiempos diferentes, más no su veracidad, 

esto como quiera que estando ésta dentro del proceso como prueba de la 

parte demandante y del mismo conductor, las reglas de la experiencia indican 

que no va a controvertir con su mismo dicho dentro del proceso, lo que en 

contestación de la demanda afirmó.” 

 

Finalmente, cuestionaron que la Juez hubiera llegado a la conclusión de que 

el accidente había ocurrido porque el joven Héctor Adrián invadió el carril por 

donde transitaba el bus, y aunque coincidieron en que el momento exacto de 

la colisión no fue visto por el testigo Estiven Alejandro García David, y teniendo 

en cuenta que nadie más presenció el momento del impacto, el conductor 

demandado no supo explicar  

 

“por qué si el conductor de la motocicleta que acompañaba al menor 

para el día del accidente lo empujó hacía el carril por el cual el se 

desplazaba, la motocicleta quedó volcada en la vía sobre su parte lateral 

izquierda, solo ingresando la parrilla trasera el carril de por el cual 

transitaba el bus, ya que el resto de la motocicleta quedó entre la doble 

línea continua y el carril por el cual se desplazaba el menor HECTOR 

ADRIAN RODRIGUEZ. Surge la pregunta de ¿Cómo una moto de las 

características de la conducida por la víctima, con tres llantas en su 

parte posterior, se voltea totalmente sobre su parte lateral izquierda, 

sin que esta haya tenido interacción antes con otro objeto o rodante?, 

pues precisamente la adaptación realizada a la motocicleta era para que 

una persona parapléjica la pudiera conducir, debido a que por su 

limitación en la movilidad era imposible que sostuviera el equilibrio en 

posición vertical utilizando sus propias habilidades.” (sic escrito 

sustentación) 
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En conclusión, como la tesis sobre la invasión de carril por parte del 

motociclista es “probable y no totalmente certera”, 

 

“(E)stas dudas que se generan sobre la posible forma en la que ocurrió 

el accidente, no pueden beneficiar a quien en contra opera un 

presunción de responsabilidad o causalidad, ya que para librarse de 

dicha presunción debe demostrar la culpa exclusiva de la víctima, la que 

en el caso que nos convoca, por los argumento desarrollados con 

antelación no quedó demostrado. La duda tratándose de la 

responsabilidad civil extracontractual derivada del ejercicio de 

actividades peligrosas, no libera al causante del daño de su obligación 

indemnizatoria, ya que sobre el se genera una presunción de 

responsabilidad por la actividad que despliega, más no una presunción 

de diligencia o de ausencia de responsabilidad.” (sic escrito 

sustentación) 

 

Por su parte, Sandra Yaneth Ramírez García, Víctor Julio Buriticá 

López, la empresa afiliadora y Liberty Seguros S.A, se pronunciaron 

solicitando la confirmación de la sentencia al encontrar que los argumentos 

de la Juez se ajustan a Derecho y, sobre todo, responden a un análisis de las 

pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

De acuerdo con lo decidido y argumentado por la juzgadora de Primer Grado, 

y teniendo en cuenta que el reproche más sustancial de la parte apelante 

estriba en que a su juicio hay suficiente prueba para acoger las pretensiones, 

de la siguiente manera pueden plantearse los problemas jurídicos centrales 

que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

  

¿En realidad se acreditó la ruptura del nexo causal por el hecho 

exclusivo de la víctima, como lo concluyó la juzgadora de primer grado? 

o, por el contrario, como lo estima la parte apelante, ¿están acreditados 

todos los presupuestos axiológicos de la pretensión de responsabilidad 

civil extracontractual para condenar a la parte demandada? 

 

El anterior problema jurídico supone determinar previamente 
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¿Cuál es el régimen de imputación que debe seguirse cuando de 

concurrencia de actividades peligrosas se trata? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolverlos y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la responsabilidad en concurrencia de actividades peligrosas 

 

Aunque suficientemente decantada se encontraba por la jurisprudencia de 

nuestra más alta Corporación de Justicia en torno a la presunción de culpa 

derivada del hecho de haberse causado el daño en ejercicio de actividad 

peligrosa, con fundamento en el artículo 2356 del Código Civil, la cual, desde 

luego, ninguna dificultad ofrecía cuando solo el agente causante del daño 

desplegaba actividad de tal naturaleza, muchas fueron en cambio las tesis 

elaboradas para sostener la vigencia o no de la presunción cuando de 

actividades peligrosas encontradas se trataba, es decir, cuando no solo el 

demandado sino también la víctima demandante desplegaban esa clase de 

actividad. Tesis esas que oscilaron desde la presunción solo a favor de la 

víctima, pasando a la vigencia de la misma pero en cabeza de ambas partes, 

lo que les imponía la carga de destruir el nexo causal respecto de su propia 

culpa acreditando una causa extraña que bien podía ser la culpa exclusiva de 

la otra parte, so pena de cargar parcialmente con el daño; y llegaron hasta la 

“neutralización” de la presunción, lo que implicaba el regreso al régimen de 

culpa probada y, por ende, para el demandante la carga de acreditar todos y 

cada uno de los elementos de la pretensión, incluida la culpa del demandado, 

aspecto no pocas veces difícil y hasta imposible. 

 

Pero a partir de la sentencia de casación del 24 de agosto de 2009, expediente 

11001-3103-038-2001-01054-01, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia 

que ante la coexistencia de actividades peligrosas no varía el régimen propio 

establecido por el artículo 2356, siendo tarea del fallador determinar la 

incidencia de una u otra en la producción del daño. En efecto, luego de una 

extensa recapitulación sobre la evolución histórica de esta clase de 

responsabilidad, esto dijo a manera de conclusión: 
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“e) En las actividades peligrosas concurrentes, el régimen 

jurídico aplicable es el consagrado en el artículo 2356 del Código 

Civil y, en su caso, las normas jurídicas que existan sobre la 

actividad concreta. 

 

La problemática, en tales casos, no se desplaza, convierte o 

deviene en la responsabilidad por culpa, ni tampoco se aplica en 

estrictez su regulación cuando el juzgador encuentra probada 

una culpa del autor o de la víctima, en cuyo caso, la apreciará no 

en cuanto al juicio de reproche que de allí pudiere desprenderse 

sino en la virtualidad objetiva de la conducta y en la secuencia 

causal que se haya producido para la generación del daño, para 

determinar, en su discreta, autónoma y ponderada tarea 

axiológica de evaluar las probanzas según las reglas de 

experiencia, la sana crítica y la persuasión racional, cuando es 

causa única o concurrente del daño, y, en este último supuesto, 

su incidencia, para definir si hay lugar a responsabilidad o no”. 

  

Dicha providencia, aunque no gozó de unanimidad al interior de la Corte, al 

punto que en sentencias venideras fue objeto de “aclaraciones y precisiones” 

por parte de la propia Corporación, sí destacó hace poco la importancia que 

tuvo en el análisis de la responsabilidad cuando de encuentro de actividades 

peligrosas se trata, indicando: 

 

“(L)a importancia de ese fallo se concreta, entonces, en haber reiterado 

que frente a una eventual concurrencia de culpas en el ejercicio de 

actividades peligrosas, el sentenciador tendrá que examinar las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produce el daño, a 

fin de valorar la equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas 

concurrentes y su incidencia en la cadena de causas generadoras del 

daño, con el fin de establecer, a partir de la magnitud de esa injerencia, 

el grado de responsabilidad que corresponde a cada uno de los actores, 

en la forma prevista en el artículo 2357 de la ley civil”. (Sentencia de 

Casación Civil del 18 de diciembre de 2012. Rad. 76001-31-03-

009-2006-00094-01. M.P. Ariel Salazar Ramírez) 
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Colofón de todo lo dicho, resulta entonces un contrasentido que la víctima 

tenga que demostrar una culpa del agente para así establecer la 

responsabilidad, pues si la accidentabilidad y el riesgo son inherentes a una 

actividad, eso mismo hace pensar que todo daño que se cause en desarrollo 

de la misma, bien puede atribuirse, al menos en línea de principio, a quien así 

se desempeñaba, habida cuenta que el agente no solo pone en marcha un 

automotor, sino que también echa a andar riesgos inconmensurables.  

 

A lo que se suma, que tan aquilatada evolución jurisprudencial no puede 

dejarse a un lado, sin más, bajo el trivial argumento que cuando el daño 

resulta del ejercicio de actividades peligrosas que desarrollan tanto el 

demandado como la víctima, al darse cita allí sendas presunciones, la 

consecuencia no sea otra que la eliminación de ambas, para que las cosas, 

como al principio, queden en el escenario de la culpa probada. 

 

Apenas, hace unos meses la Corte cerró su criterio al respecto, pues mediante 

sentencia del 20 de septiembre de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-

01. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona), indicó que  

 

“(S)i bien liminarmente, la doctrina de esta Corte resolvió el problema de 

la concurrencia de actividades peligrosas, adoptando diversas teorías 

como la “neutralización de presunciones, “presunciones recíprocas”, 

“asunción del daño por cada cual” y “relatividad de la peligrosidad”2. Fue 

a partir de la sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01, 

en donde retomó la tesis de la “intervención causal”3, doctrina hoy 

predominante4.  

 

Al respecto, señaló además la Corte que se:  

 

“(…)  [impone al] (…) juez [el deber] de (…) examinar a plenitud la 

conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el 

daño y determinar la responsabilidad de uno u otra, y así debe 

 
2 Se tiene en cuenta el mayor o menor grado de peligrosidad de la actividad o mayor o menor grado 

de potencialidad dañina (CSJ SC 2 de mayo de 2007, rad. 1997-03001-01). Su censura consistía en 
que dicha tesis se preocupaba más por establecer que labor era más riesgosa en relación con otra, 

dejando de lado considerar cuál de ellas había causado el daño.       
3 Teoría que en todo caso había sido acogida originariamente por esta Corte en sentencia de 30 de 

abril de 1976, G.J. CLII, nº. 2393, pág. 108. 
4 CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016, y recientemente la sentencia SC- 2107 de 12 de junio 
de 2018.   
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entenderse y aplicarse, desde luego, en la discreta, razonable y 

coherente autonomía axiológica de los elementos de convicción 

allegados regular y oportunamente al proceso con respeto de las 

garantías procesales y legales. 

 

“Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en 

que se produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la 

naturaleza, equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas 

concurrentes, sus características, complejidad, grado o magnitud de 

riesgo o peligro, los riesgos específicos, las situaciones concretas de 

especial riesgo y peligrosidad, y en particular, la incidencia causal de 

la conducta de los sujetos, precisando cuál es la determinante 

(imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 

normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta 

responsabilidad es objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)” (se 

resalta).” 

 

Esa posición se puede rastrear incluso tiempo atrás de la mentada sentencia, 

pero en todo caso en innumerables decisiones posteriores, tales como, entre 

muchas otras: 

 

1. Sentencia CSJ SC de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01.  

2. Sentencia CSJ SC de 26 de agosto de 2010, rad. 2005-00611-01. 

3. Sentencia CSJ SC de 16 de diciembre de 2010, rad. 1989-00042-01.  

4. Sentencia CSJ SC de 17 de mayo de 2011, rad. 2005-00345-01.  

5. Sentencia CSJ SC de 19 de mayo de 2011, rad. 2006-00273-01.  

6. Sentencia CSJ SC de 3 de noviembre de 2011, rad. 2000-00001-01.  

7. Sentencia CSJ SC de 25 de julio de 2014, rad. 2006-00315.  

8. Sentencia CSJ SC de 15 de septiembre de 2016, rad. 12994. 

9. Sentencia CSJ. SC-12994 de 15 de septiembre de 2016,  

10. Sentencia SC- 2107 del 12 de junio de 2018 citada en 20 de septiembre 

de 2019 (Rad. 73001-31-03-001-2014-00034-01. M.P. Luis Armando Tolosa 

Villabona) 

 

2. De la causa extraña -hecho exclusivo de la víctima- 
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La causa extraña como género se compone de hechos o situaciones 

imprevisibles, irresistibles y exteriores al demandado, a partir de los cuales 

ninguna responsabilidad puede imputársele.  

 

En ese sentido, si bien la causa extraña tiene varias especies (culpa de la 

víctima, de un tercero, entre otros), lo cierto es que la jurisprudencia de la 

Corte Suprema de Justicia ha sido clara en estructurar el fondo principialístico 

que debe observarse dentro de cualquiera de sus vertientes. Por ello, se ha 

considerado que la definición de causa extraña, en general, deviene del 

concepto de caso fortuito o fuerza mayor, pues: 

 

“cumple reiterar…- por la inescindible relación que tiene con el asunto 

que ocupa la atención de la Corte - que en el Derecho Colombiano los 

dos presupuestos - ex lege - que estereotipan, como unidad conceptual 

y como sinonimia legal, al caso fortuito o fuerza mayor, son la 

imprevisibilidad y la irresistibilidad (…), en donde brilla por su 

ausencia un precepto definitorio del fenómeno liberatorio en cuestión, 

a la par que con el criterio adoptado por esta Corporación, respetuoso 

de la ley positiva que, se insiste, efectúa la supraindicada 

caracterización…” (Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. 

Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente 5475. M.P. 

Carlos Ignacio Jaramillo.) 

 

Ahora bien, de manera concreta habrá lugar a considerar la causa extraña 

cuando se presenta un hecho imprevisible e irresistible, pero teniendo claro 

que “deben estar presentes coetánea o concomitantemente, para la 

concreción de este instituto jurídico exonerativo de responsabilidad, tal y 

como ha sido señalado en reiterada jurisprudencia de la Corporación 

(Sentencias del 26 de julio de 1995 expediente 4785; 19 de julio de 1996 

expediente 4469; 9 de octubre de 1998 expediente 4895, entre otras), de 

forma que si se verifica uno de ellos, pero no los dos, no será posible 

concederle eficacia alguna, ya que esta es bipolar”5 (negrillas del 

Despacho) 

 

 
5 Ibíd.  
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Además, algún sector de autorizada doctrina ha considerado que se hace 

necesaria la exterioridad del hecho alegado como casusa extraña, pues que 

se trata, como se dijo, de “un hecho extraño al deudor… vale decir que el 

deudor no haya contribuido a producir…” y que sea imprevisible e 

irresistible. (Ospina Fernández, Guillermo. Régimen general de las 

obligaciones. Bogotá D.C: Editorial Temis Edición de 1994. p. 109) 

 

De suerte que es posible calificar un hecho como imprevisible para el 

demandado en uso de criterios claros como:  “1) El referente a su normalidad 

y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de su realización, y 3) El 

concerniente a su carácter inopinado, excepcional y sorpresivo” (Ospina ibíd) 

 

Superado entonces el primer polo del concepto, deberá el juzgador estar 

atento a que, dentro de la prueba sobre los hechos alegados por el 

demandado, obre con gran significación la irresistibilidad, en estudio de la 

cual debe tenerse en cuenta que “en el lenguaje jurídico, la irresistibilidad 

debe entenderse como aquel estado predicable del sujeto respectivo que 

entraña la imposibilidad objetiva de evitar ciertos efectos o 

consecuencias derivados de la materialización de hechos exógenos 

- y por ello a él ajenos, así como extraños en el plano jurídico - que le impiden 

efectuar determinada actuación, lato sensu…”6. (negrillas del Despacho). 

 

Es más, esa tarea debe emprenderse sin perder de vista que un “hecho sólo 

puede ser calificado como irresistible, si es absolutamente imposible evitar sus 

consecuencias, es decir, que situada cualquier persona en las circunstancias que 

enfrenta el deudor, invariablemente se vería sometido a esos efectos 

perturbadores, pues la incidencia de estos no está determinada, propiamente, 

por las condiciones especiales –o personales- del individuo llamado a 

afrontarlos.”7 

 

En concreto, con respecto al hecho exclusivo de la víctima como arista 

específica de la causa extraña, es claro que deberá cumplir con los elementos 

esenciales ya referenciados, dada la trascendental importancia de probar 

estructuralmente el hecho que da lugar a la liberación de responsabilidad.  

 
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de junio de 2000. Expediente  

5475. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 26 de julio de 2005..Expediente 
6569. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo. 
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Al respecto ha dicho la Corte 

 

se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha 

sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio 

que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado 

como causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, 

correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto 

ofensor y el daño inferido, dando lugar a que se exonere por completo 

al demandado del deber de reparación.  

 

"La importancia de la conducta de la víctima en la determinación de la 

reparación de los daños que ésta ha sufrido no es nueva, pues ya desde 

el derecho romano se aplicaba en forma drástica la regla, atribuida a 

Pomponio, según la cual (...) el daño que una persona sufre por su 

culpa se entiende como si no lo hubiera padecido, lo que condujo a un 

riguroso criterio consistente en que si la víctima había participado en la 

producción del daño, así su incidencia fuera de baja magnitud, en todo 

caso quedaba privada de reclamación.  

 

(…)  

 

“[…] Precisado lo anterior, se debe mencionar que la doctrina es pacífica 

en señalar que para que el comportamiento del perjudicado tenga 

influencia en la determinación de la obligación reparatoria, es 

indispensable que tal conducta incida causalmente en la producción del 

daño y que dicho comportamiento no sea imputable al propio 

demandado en  cuanto que él haya provocado esa reacción en la 

víctima. Sobre lo que existe un mayor debate doctrinal es si se requiere 

que la conducta del perjudicado sea constitutiva de culpa, en sentido 

estricto, o si lo que se exige es el simple aporte causal de su actuación, 

independientemente de que se pueda realizar un juicio de reproche 

sobre ella. (…).8 

 

CASO CONCRETO PRIMER REPARO 

 
8 Casación Civil del de 16 de diciembre de 2010, exp. 1989-00042-01 reiterada en Casación del 7 de 

marzo de 2019 Rad. 05001 31 03 016 2009-00005-01. M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque 
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Precisión sobre la dogmática que gobierna la materia 

 

La Sala quiere comenzar por hacer la presente precisión de orden teórico 

porque la sentencia en ese punto es francamente contradictoria, inexacta y 

desatiende el precedente vigente, en lo que al tratamiento jurisprudencial de 

las actividades peligrosas concurrentes se refiere, al punto que en ello consiste 

el primer reparo. Concretamente, la señora Juez llega a conclusiones tan 

extrañas como que “no se probó la culpa del conductor demandado”, aplicando 

así teorías subjetivistas que la Corte recogió hace muchos años. 

 

De suerte que la presente precisión, aunque valiosa en lo que se refiere al 

rigor de la dogmática que disciplina la materia discutida, sólo ha de servir para 

precisar que cuando se trata de concurrencia de actividades peligrosas, la 

jurisprudencia de la Corte ya desde el año 2009 ha optado por aplicar la teoría 

de la intervención causal, abandonando así las antiguas concepciones de 

“presunciones recíprocas”, “neutralización” y, claro, “potencialidad dañina”. 

Lo anterior, porque ahora la jurisprudencia es pacífica en cuanto a que la 

culpa no hace parte de la estructura de la pretensión de responsabilidad civil 

en el ejercicio de actividades peligrosas, razón por la que se ha de apreciar 

en casos de concurrencia 

 

“el marco de circunstancias en que se produce el daño, sus condiciones 

de modo, tiempo y lugar, la naturaleza, equivalencia o asimetría de las 

actividades peligrosas concurrentes, sus características, complejidad, 

grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos específicos, las 

situaciones concretas de especial riesgo y peligrosidad, y en particular, 

la incidencia causal de la conducta de los sujetos, precisando cuál es la 

determinante (imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto 

de vista normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta 

responsabilidad es objetivo y se remite al riesgo o peligro” (del 20 de 

septiembre de 2019 ya citada) 

 

Así las cosas, el primer reparo encarna una importante corrección dogmática 

en el manejo de la responsabilidad civil de esta especie. Empero, de allí per 

se no se desprende la revocatoria de la sentencia porque evidentemente la 

Juez basó su decisión en una ruptura del nexo causal por “culpa” exclusiva de 

la víctima, cuya configuración incluso se discute en el reparo siguiente. 
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Entonces, aunque claramente la forma de analizar la prueba depende de la 

posición dogmática que se asuma, en este caso la simple visión teórica 

indiscutiblemente errada no alcanza para revocar la sentencia, en la medida 

que las equivocadas consideraciones de la Juez al respecto estuvieron 

orientadas a fundamentar su sentencia en lo abstracto. 

 

CASO CONCRETO SEGUNDO REPARO 

 

Comienza la parte apelante cuestionando que la Juez hubiera basado su 

decisión en lo resuelto por la Inspección de Tránsito del Municipio de Dabeiba, 

especialmente en la resolución 005 del 10 de diciembre de 2018, 

desconociendo que: i) no se sustentó en ningún medio probatorio objetivo, 

ya que en su mismo contenido se puede verificar que éste se basa en la 

versión dada por el señor Víctor Julio Buriticá Lopez; ii) el hecho de que el 

menor fallecido se desplazara sin los documentos reglamentarios, solo puede 

llevar a la conclusión que existieron infracciones de tránsito simples, más no 

que esas infracciones a las normas de tránsito tuvieron incidencia alguna en 

el accidente de tránsito; iii) dentro del proceso contravencional adelantado en 

la Inspección de Tránsito de Dabeiba no se garantizó el derecho de 

contradicción a los familiares del menor Héctor Adrián Rodríguez Garces. 

 

La primera aclaración que merece este punto consiste en que de ninguna 

manera la Juez basó su sentencia exclusivamente en lo que se decidió al 

interior del proceso contravencional y, de hecho, de manera textual aseguró 

que esa prueba la veía como una que no la ataba u obligaba a decidir de 

manera idéntica. Por el contrario, la a-quo tomó la resolución que puso fin a 

ese trámite y los demás medios de convicción que allí obran como lo que son: 

un medio de prueba ordinario, que debe ser analizado en armonía con los 

demás allegados regular y oportunamente. 

 

Tal como lo ha decantado la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

refiriéndose al valor del “croquis” y el informe de tránsito a partir de la 

definición ofrecida por el artículo 2º de la ley 769 de 2002, que 

 

“el precepto invocado no contempla una restricción al valor probatorio 

que pueda surgir del “croquis” o del “informe de tránsito”, y menos fija 

una tarifa legal que imponga que para la acreditación de los hechos que 
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envuelven un accidente de tránsito se requiera, amén de ese 

instrumento, otro adicional.” 9 

 

Es así porque el sistema de la apreciación racional de la prueba 

 

“(N)o ata a juez con reglas preestablecidas que establezcan el mérito 

atribuible a los diversos medios probatorios, sino que lo dota de libertad 

para apreciarlos y definir su poder de convicción, con un criterio 

sistemático, razonado y lógico, orientado por las reglas del sentido 

común, la ciencia y las máximas de la experiencia, evaluación que desde 

luego tiene el deber de justificar, para observar los requisitos de 

publicidad y contradicción, pilares fundamentales de los derechos al 

debido proceso y a la defensa” (CSJ SC de 25 de abril de 2005, Rad. 

0989, reiterada CSJ SC de 27 de agosto de 2014, Rad. 2006-00439-

01).”10  

  

Ahora, resulta también pertinente advertir que en efecto el sin número de 

variaciones surgidas alrededor de un accidente de tránsito resultan ser 

impedimento para concluir ab-initio, y tajantemente, que por el hecho de uno 

de los partícipes en el accidente violar una norma de tránsito, necesariamente 

esto sea una conducta que va a implicar para él un grado cualquiera de 

corresponsabilidad en el mismo. Tal sucede por ejemplo cuando un automotor 

conducido a una velocidad normal y por vía preferente, es colisionado por otro 

que no respeta esta última circunstancia; en este caso, ni siquiera el hecho 

de ir el primero de los conductores alicorado, eximiría de responsabilidad al 

imprudente que lo envistió, máximo aquél se haría acreedor a una sanción 

contravencional, pero en manera alguna podría considerársele civilmente 

responsable en la ocurrencia del choque. Ya en pretéritas ocasiones este 

Tribunal ha dicho que 

 

“causa determinante de un hecho es aquella que de no haberse 

presentado, el mismo no hubiera tenido lugar, y es lo cierto que aún de 

suprimirse ese estado de alicoramiento, el choque se hubiera 

presentado precisamente porque su causa determinante no fue este 

 
9 Sentencia de Casación Civil del 23 de junio de 2016. Rad. 70215-31-89-001-2008-00156-01 

10 Ibídem. 
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sino la conducta de quien a pesar de encontrarse en sano juicio, no 

respetó la prelación vial del primero. De modo que es suprimiendo la 

conducta violatoria de la prelación, que el choque no hubiera 

ocurrido”.11 

 

Bajo ese panorama, para la Sala es claro que la sentencia apelada no se fundó 

exclusiva y automáticamente en lo ya decidido en la resolución que puso fin 

al trámite contravencional, otrora abierto con ocasión del accidente donde 

perdió la vida el familiar de los demandantes, ni más faltaba. Por el contrario, 

la Juez explicó el valor que le otorgó a esa prueba en armonía con las demás, 

por lo que esta arista del presente reparo obvia el verdadero fundamento de 

la sentencia de primera instancia. 

 

Por otro lado, el vinculado con las supuestas “irregularidades” que atentaron 

contra el debido proceso administrativo de los demandantes, en realidad, no 

es un tema que competa al Juez ordinario debido a que los originados en el 

trámite de tránsito son documentos públicos y por ende se presumen 

auténticos. Luego, como bien lo alegan los apelantes, una es la 

responsabilidad contravencional y otra la civil, por lo que si alguna 

inconformidad tenían con respecto al rito del proceso en que resolvió sobre la 

primera, es precisamente el administrativo (contencioso o no) el escenario 

natural para discutirla. 

 

Claro entonces que la decisión apelada no tiene como único fundamento la 

citada resolución de tránsito, corresponde abordar los demás argumentos del 

recurso en los que se cuestiona en primer término la “versión coincidente del 

conductor del bus”, refiriéndose los apelantes a que tanto en materia de 

tránsito como en el presente proceso su declaración sobre los hechos fue 

idéntica.  

 

Al respecto, dígase con franqueza que la Sala no encuentra ningún motivo 

para afirmar que es incorrecto sostener la misma versión sobre los hechos 

ante las autoridades de tránsito y las judiciales, puesto que lo realmente 

reprochable es que esas versiones con el tiempo cambien. Entonces, el 

 
11 Tribunal Superior de Medellín, Sala Civil. Sentencia del 26 de enero de 2017. Radicado. 0501 31 

03 014 2014-01311 01. M.P. Piedad Cecilia Vélez Gaviria. 



29 
 

verdadero reparo al punto consiste en que lo declarado por el conductor del 

bus “solo prueba la coincidencia de las dos versiones en tiempos diferentes, 

más no su veracidad, esto como quiera que estando ésta dentro del proceso 

como prueba de la parte demandante y del mismo conductor, las reglas de la 

experiencia indican que no va a controvertir con su mismo dicho dentro del 

proceso, lo que en contestación de la demanda afirmó” (sic escrito 

sustentación). Sin embargo, la Sala acompaña las conclusiones de la a-quo 

porque las mismas se basan en una valoración armónica, sistemática y crítica 

de las pruebas. Particularmente, la sentencia debe ser confirmada por los 

siguientes motivos: 

 

-  la teoría de los demandantes sobre la mecánica del accidente siempre 

ha sido que el conductor del bus invadió el carril por el que transitaba 

el joven fallecido. De manera textual en el hecho 3º de la demanda se 

afirmó lo siguiente:  

 

“(E)l siniestro ocurrido tuvo consecuencias fatales para el 

conductor de la motocicleta de placas BIE-55A; el menor HÉCTOR 

ADRIÁN RODRÍGUEZ GARCÉS, quien falleció a raíz de las graves 

lesiones sufridas a Consecuencia de la conducta gravemente 

imprudente desplegada por el conductor del vehículo de placas 

TRN-975 quien en el ejercicio de la actividad peligrosa de la 

conducción, cuando se desplazaba por la calzada que de Dabeiba 

conduce a Mutatá, al sobrepasar la doble línea continua 

demarcada en la vía colisiona con su parte frontal izquierda la 

motocicleta en la cual se desplazaba la víctima fatal, quien se 

encontraba debidamente posicionado sobre la vía en 

cumplimiento de !a normatividad de tránsito, lo que demuestra 

la inobservancia al deber genérico de 'cuidado que orienta la 

actividad de la conducción de todas las personas que hacen parte 

activa del tránsito vehicular”. 

 

Empero, analizadas las pruebas en su conjunto, no hay mérito para 

concluir que el accidente en efecto ocurrió de esa manera, en tanto que 

el informe de tránsito grafica un bus estacionado en una vía recta, 

dentro del carril que le correspondía y en posición igualmente lineal, es 

decir, no se observa que el rodante conducido por el demandado 
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estuviera realizando una maniobra de curva y, de hecho, la colisión 

ocurrió cuando este apenas iba a entrar en la más próxima que tenía 

en su recorrido Dabeiba-Mutatá y justo cuando el joven Héctor Adrián 

estaba saliendo de la misma en sentido Mutatá-Dabeiba. 

 

Nótese que el croquis dibujado por el agente de tránsito muestra al bus 

ubicando dentro de su calzada, así: 

 

 

 

Esa ubicación coincide de manera exacta con la que se observa en el 

video que obra en el archivo 07, en el que ya se observa al joven 

fallecido debajo de la llanta superior izquierda del bus e incluso bajo la 

custodia de la Policía Nacional, por lo que pensar en un movimiento del 

bus a esa altura ya no es una opción que tenga fuerza de 

convencimiento. 

 

Quizás por lo dicho es que ya en la apelación no hace mayor énfasis en 

el testimonio de Estiven Alejandro García David, el joven que 

acompañaba a Héctor Adrián en otra moto el día del fatídico suceso, y 

más bien los apelantes optaron por precisar que “no se está afirmando 

que el accidente de tránsito ocurrió de una u otra manera, sino que 

bajo ningún punto de vista esta decisión administrativa es un referente 

objetivo del cual se pueda deducir el modo en que ocurrió el accidente”. 

Luego, Despachado el argumento que reducía todo al mérito de la 

decisión contravencional, para la Sala es claro que las afirmaciones de 

la demanda no quedaron probadas, por lo menos en lo que a la 

mecánica del accidente se refiere. 

 

- el testigo en mención, joven García David, fue presentado siempre 

como el “único” que sabía lo verdaderamente ocurrido, pero en el 

propio escrito de sustentación los apelantes coinciden con la Juez en 
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que este no pudo observar el momento exacto del impacto entre el bus 

y su amigo Héctor Adrián. Inicialmente dijo ese testigo que “por lo que 

yo fui el que venía ahí, nadie más sabe de lo que yo vi… fue ese bus 

bien grande que iba hacia a mí … ahí había un caspetico… la señora 

dijo casi se me mete al caspete… me devolví a mirar, la moto estaba 

adelante del bus, no atrás del bus… lo del croquis lo vengo viendo 

ahorita que usted me lo muestra” (Min. 34.00). Por ello, explicó que los 

vehículos y el cuerpo del joven Héctor Adrián quedaron en su posición 

final gracias a que el bus comenzó su maniobra de frenado mucho antes 

del impacto, pues las huelas “estaban en el pavimento… desde la vía 

de nosotros empezó a frenar el bus, luego sobre la línea, así como en 

saltos, de ahí rastrilló las llantas en el pavimento que fue donde lo 

llevaba a él” Min. 36.10, lo cual alguna confusión le causó a la Juez y la 

llevó a requerirlo para que observara el video que obra en el archivo 

07, visto el cual respondió que “el frenado estaba más atrás de la 

moto… yo me devolví y vi los frenados ahí”.  (Min. 37.10). 

 

Además, en ese testigo concurre una situación bien particular y de 

cierta gravedad, porque aceptó de una manera espontánea haber 

hablado con “Arley”, uno de los demandantes, sobre las declaraciones 

que el conductor del bus había rendido en la audiencia anterior a la que 

él fue escuchado, tanto como que a pregunta sobre el origen de sus 

declaraciones al respecto de una supuesta contradicción del conductor 

del bus, precisó que conocía esa versión “por lo que, como le dije, al 

hermano de él (Arley) le dije que qué habían cuadrado… él lo que me 

dijo en realidad usted es el que sabe qué pasó… diga lo que usted sabe, 

porque el conductor lo que dijo es que ustedes lo habían empujado”.  

 

Tal situación de alguna manera mina la credibilidad de sus dichos y 

hace que su valoración se más estricta, porque de hecho en su 

declaración es reiterativo en afirmar que “darle un taconazo” o un 

“empujón” a Héctor Adrián eran “cosas que no tenían lógica”, pero esa 

pregunta absolutamente nadie se la hizo y justo fue en lo que el testigo 

más insistió cada que tuvo la oportunidad. 

 

Ese mismo testigo insistió en que el accidente ocurrió en una curva 

(Min. 42.10), a pesar de que la evidencia fotográfica desmiente su 
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declaración, y aunque su explicación consiste en que el bus quedó en 

la posición final porque siguió “rastrillando a Héctor” para ubicarse 

como si no hubiera invadido carril, está claro que su desplazamiento 

posterior al impacto, si es que ocurrió, tuvo lugar en el sentido Dabeiba-

Mutatá y aun así su posición definitiva no lo ubica dentro de la curva. 

 

También aclaró que no se explicaba las razones que llevaron a la moto 

a quedar sobre el carril contrario, pues dijo lo siguiente: “es una parte 

que yo aun la pienso, porque él era el que venía al lado contrario del 

bus, yo era el que venía para el lado del bus… cuando yo adelanté le di 

con la mano a la cola del bus… miré desde dónde había frenado el bus”, 

por lo cual incluso afirmó no haber escuchado ninguna colisión, porque 

“yo lo único que hice fue tratar de estabilizarme yo y cuando miré ya él 

estaba… debajo del carro”  (Min. 45.50). Luego, que no hubiera 

escuchado un impacto entre los vehículos, en el marco de un supuesto 

atropellamiento, lo explicó diciendo que “el cuerpo siempre estuvo 

delante de la llanta, porque el hombre lo llevaba rastrillado, la camiseta 

de él quedó pintada en el pavimento”.  (Min. 47.00) 

 

Así las cosas, ¿hasta qué punto observó el testigo el momento del 

suceso?, ¿qué constancia tiene sobre sí Héctor Adrián alcanzó a ver el 

bus? y ¿cómo vivió él personalmente el suceso?, a lo cual replicó 

insistiendo que “yo era el que venía del lado del bus, él venía contra la 

línea blanca, es decir al lado contrario. Yo lo único que hice fue acelerar 

y tratar de salirme y dejarle el carril libre pa´ que el siguiera por la 

misma parte donde él venía, porque yo pensé si yo me le tiro a él 

encima lo voy a tirar a esa cuneta…nos vamos a accidentar los dos… 

entonces yo lo que hice fue tratar de adelántamelo a él y salírmele al 

bus adelante, pero la verdad no supe porque yo lo que hice fue pues 

tratar de salirme yo y después fue que vi que ya el bus lo había 

arrollado”.  (Min. 1:01:20) 

 

El testigo, entonces, aseguró que momentos antes de que el bus 

supuestamente “arrollara” a Héctor, él aceleró para “tratar de salir”, es 

decir, pasó entre el bus y el joven fallecido porque este supuestamente 

transitaba “pegado a la berma”. Luego, asumiendo como cierto que el 

bus en efecto invadió el carril por el que se desplazaba Héctor, y 
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probado como está que el único daño sufrido por ese rodante fue un 

golpe en su frontal izquierdo próximo a la llanta delantera, no tiene 

ninguna explicación lógica el hecho de que Estiven Alejandro hubiera 

pasado entre Héctor y el bus esquivando el golpe, porque si la colisión 

supuestamente ocurrió en la calzada que le correspondía a ambos 

motociclistas, entre el vehículo conducido por el demandado y la 

motocicleta pilotada por Héctor Adrián no quedaba espacio para que 

Estiven pasara, como quiera que la teoría de la demanda es que el golpe 

al motociclista le fue asestado con la parte frontal izquierda del bus. 

Luego, transitando Estiven Alejandro detrás de Héctor Adrián, 

necesariamente tuvo que haber visto de frente el “atropellamiento” y, 

claro, su maniobra de adelantamiento sería imposible porque entre el 

bus y Héctor Adrián no había ningún espacio, tanto como que “chocaron 

de frente” y entre ambos cerraron toda posibilidad de adelantamiento 

por el medio. 

 

Otra prueba de que las cosas no sucedieron de esa manera, o de que 

el bus no invadió el carril que reglamentariamente le correspondía, es 

que el propio Estiven Alejandro respondió a pregunta del apoderado del 

codemandado que la moto de Héctor Adrián no tenía ningún daño (Min. 

1:00:05). Por ende, vale la pena retomar una pregunta que se plantea 

en la apelación: “¿cómo una moto de las características de la conducida 

por la víctima, con tres llantas en su parte posterior, se voltea 

totalmente sobre su parte lateral izquierda, sin que esta haya tenido 

interacción antes con otro objeto o rodante?” (sic escrito sustentación). 

Pregunta esa que en efecto también lleva a cuestionarse cómo es 

posible que la moto hubiera quedado sin rastro alguno de colisión, 

cuando supuestamente un bus de importantes dimensiones la arrolló. 

 

De hecho, las fotos que obran a folios 51, 53 y 54 de los anexos de la 

demanda permiten ver que la moto, en efecto adaptada para personas 

con necesidades especiales de movilidad, tiene una especie de canasta 

frontal que quedó en perfecto estado y sin ninguna deformación de sus 

materiales, lo cual da cuenta de que el choque entre esta y el bus es 

una hipótesis descartada. Tráigase a cuestión la toma a color del video 

que deja ver mejor lo que se está explicando 
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Es más, el propio Estiven Alejandro, quien dijo desempeñarse como 

mecánico de motocicletas, aseguró haber sido el encargado de reparar 

la motocicleta después del suceso y, como antes dijo, no tenía ningún 

daño de consideración razón por la que simplemente “el señor nos 

buscó para mirar qué le había pasado a la moto, pa´ que le hiciéramos 

mantenimiento… la organizamos y la volvimos a prender pa´ él poder 

seguir trabajado” (sic Min. 1:06:07). 

 

Por otro lado, aunque este testigo y algunos de los demandantes 

insistieron en que el bus “rastrilló” a Héctor David al punto que su ropa 

quedó “marcada en el suelo”, analizadas las fotografías y el video 

aportado por los demandados, no se observa huella alguna de frenado 

y, lo más importante, el lago hemático que se formó con ocasión de las 

lesiones del motociclista no tiene ninguna marca de pisadas o mucho 

menos sobrepaso de ruedas. Y si es que el bus frenó, como 

evidentemente lo hizo, fue porque el conductor declaró haber 

observado a dos motociclistas aproximarse e intentó las maniobras 

ordinarias para evitar la ocurrencia del suceso.   

 

De todas las anteriores situaciones, que para la Sala indican la necesidad de 

confirmar la sentencia apelada, los apelantes infieren una “duda probatoria” 

que para los demandantes “no libera al causante del daño de su obligación 

indemnizatoria, ya que sobre el se genera una presunción de responsabilidad 

por la actividad que despliega, más no una presunción de diligencia o de 
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ausencia de responsabilidad.” No obstante, no se está ante una duda sobre 

los elementos de la responsabilidad por el hecho de que la mecánica del 

accidente hubiera sido diferente a la narrada en la demanda y, por el 

contrario, las pruebas permiten llegar a la conclusión en que se fundó la 

sentencia: su causa única y exclusiva fue, lamentablemente, aportada por el 

joven Héctor Adrián Rodríguez Garcés. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas.  Sin costas en esta instancia por estar los demandantes 

favorecidos con el amparo de pobreza. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA  
  
 
 
 
Ausencia médica justificada 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
 
 

 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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